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I. Introducción.





El básico principio de unidad del Ordenamiento jurídico, que proclama la aplicación coherente de las normas, se ha enfrentado en ocasiones con una tozuda realidad. La delimitación o singularidad de algunos sectores del Ordenamiento ha propiciado que su desenvolvimiento se realice de manera independiente y separada, con absoluto desconocimiento, si no indiferencia, de otras normas jurídicas. La especialización de algunas materias ha facilitado que ciertos profesionales profundicen sobre determinadas normas sectoriales, sin advertir otras implicaciones jurídicas ni consecuencias trascendentes.





Ejemplo paradigmático de esta criticable situación ha sido la aplicación de la normativa hipotecaria. Dirigida a garantizar la seguridad del tráfico inmobiliario, se ha preocupado de manera fundamental de inscribir todas las transmisiones, pactos y situaciones que incidían en el derecho de propiedad o en otros derechos reales, pero sólo cuando tenían su origen en un negocio privado. La tradicional vinculación del Derecho hipotecario al tronco originario del que surge, el Derecho civil, ha amparado esta particular interpretación. Sin embargo, la protección que realiza el Registro de la propiedad de los derechos dominicales no puede desconocer el verdadero contenido que poseen estos derechos, que desde hace años procede del Derecho urbanístico. La actividad urbanística es la que define el concreto contenido del derecho de propiedad, delimita su extensión y las posibilidades de aprovechamiento. De ahí que constituya un absurdo la protección registral de los derechos dominicales con absoluto desconocimiento de la realidad urbanística.





Estos dos sectores del Ordenamiento, el derecho hipotecario y el derecho urbanístico, deben  en consecuencia  mantener una coherente relación. Es más, la correcta protección de la legalidad urbanística exige del indispensable instrumento del Registro de la Propiedad para que la transmisión de titularidades conforme a la publicidad registral no dificulte la aplicación del Ordenamiento urbanístico. 





II. La normativa sobre la publicidad registral de las actuaciones urbanísticas.





Auténticos avances en la necesaria relación entre el Registro de la propiedad y las actuaciones urbanísticas se dieron con la reforma originada mediante la Ley de 1990. De modo detallado, la disposición adicional décima pretendió sistematizar todas las actuaciones urbanísticas que debían tener acceso a la publicidad registral. Esta disposición se concretó en los artículos 307 y ss. del Texto refundido que se aprobó en 1992 y que, en gran medida, constituyen el Derecho aplicable.





Pero no puede entenderse que esta regulación fuera absolutamente nueva. Ya la Ley del suelo de 1956 contenía la cobertura necesaria para establecer ciertos lazos de relación entre el Registro de la propiedad y la actividad urbanística. Con cierta sobriedad se establecía que los acuerdos de las Comisiones provinciales de urbanismo podían inscribirse en el Registro de la Propiedad. Sin embargo, este precepto se inaplicó de manera general. Quizá la expresión utilizada que indicaba una actuación potestativa, quizá la imprecisa redacción que no concretaba qué acuerdos debían inscribirse, quizá la escasa conciencia de la trascendencia de la publicidad registral fueron las circunstancias que condujeron a esa inaplicación. En la reforma de la legislación urbanística de 1976 se mantuvo dicha disposición, pero a falta de un completo desarrollo se insistió en la necesaria publicidad registral de algunas actuaciones concretas. En especial, la  inscripción de los acuerdos de reparcelación, la cesión de bienes libres de cargas, la publicidad del sistema de compensación y la afección de los inmuebles a las obligaciones inherentes al mismo, entre otras. 





Constituyen estos preceptos los antecedentes de la vigente regulación, contenida de manera esencial en los artículos 307 y ss. del Texto refundido de 1992. Estas disposiciones mantienen su vigencia a pesar de la desgraciada sentencia del Tribunal Constitucional, núm. 61/1997, de 20 marzo. No fueron objeto de impugnación en ninguno de los recursos presentados por las Comunidades Autónomas, conscientes probablemente los recurrentes de que la competencia para regular la publicidad registral corresponde al legislador estatal. Y es que el Tribunal Constitucional se había pronunciado en varias ocasiones a favor de la competencia exclusiva del legislador estatal para regular los registros privados (entre otras, sentencias núms. 71 y 72, de 29 de julio de 1983; la núm. 154, de 21 de julio de 1988 o la núm. 62, de 30 de marzo de 1990). Sin embargo, esta idea no puede desconocer la complejidad del problema, al ser los legisladores autonómicos los competentes para establecer la ordenación del territorio y el urbanismo y, por ello, las específicas actuaciones que deberían gozar de una publicidad registral. ¿Dónde trazar el linde entre la regulación urbanística y la normativa registral?





La Dirección General de los Registros y del Notariado ha intentado responder a este interrogante en su Resolución de 9 de abril de 1984 (RLA núm. 1050). En resumen, deberá atenderse al Derecho estatal a la hora de calificar los títulos aportados, practicar el correspondiente asiento y el régimen de su eficacia. Mientras que será el Derecho autonómico el que, de conformidad con la normativa estatal, pueda precisar otras actuaciones urbanísticas que deben acceder al Registro. 





Son, en consecuencia, los preceptos estatales los esenciales para conocer la publicidad registral de las actuaciones urbanísticas, de manera especial, los artículos 307 y ss. del Texto refundido de 1992. Estos preceptos han sido desarrollados mediante el Real Decreto 1093, de 4 de julio de 1997, que aprueba las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza urbanística. Este reglamento ha surgido con la idea de atender a cuestiones primordialmente registrales, respetuoso con la competencia exclusiva de los legisladores autonómicos para ordenar el urbanismo en su territorio y, así, permanecer independiente de la específica normativa autonómica que exista sobre el suelo. 





Es el momento ya de detenerse en el análisis de esta normativa esencial, esto es, de los citados preceptos del Texto refundido de 1992 y del contenido de este reglamento de 1997. 





III. Primeras aproximaciones.





1. Las actuaciones inscribibles.





La regulación de esta materia se inicia en el artículo 307 del Texto refundido de 1992 con la relación de las actuaciones urbanísticas objeto de publicidad registral. Esta enumeración se reitera en el primer artículo del reglamento de 1997, con leves matices de escasa importancia. Por un lado, se ha incluido dentro de la publicidad de la disciplina urbanística los incumplimientos de deberes de urbanizar o edificar; por otro, se ha alterado el orden de los apartados 3 y 5, relativos a los actos de transferencia y gravamen del aprovechamiento urbanístico y la publicidad de las actuaciones relativas a la disciplina urbanística.





De la lectura de estos preceptos se deduce que no están enunciadas todas las posibles actuaciones urbanísticas, cuya publicidad registral tiene relevancia. Existen otras previsiones a lo largo de la regulación urbanística. Existen otras previsiones a lo largo de la regulación que atienden a otras actuaciones urbanísticas, como las expropiaciones o el ejercicio de los derechos de adquisición preferente; así como precisiones sobre el control que notarios y registradores deben realizar para velar por el correcto cumplimiento del ordenamiento urbanístico (caso de las edificaciones o parcelaciones de fincas). En todo caso, no debe desconocerse que el legislador ha pretendido que cualquier actuación urbanística con trascendencia en el tráfico inmobiliario tenga su correspondiente reflejo en el Registro de la Propiedad. De ahí que el último apartado de ambos artículos contenga una auténtica cláusula residual al permitir que se inscriba "cualquier otro acto administrativo que en desarrollo del planeamiento o de sus instrumentos de ejecución modifique, desde luego o en el futuro, el dominio o cualquier otro derecho real sobre fincas determinadas o la descripción de estas". Tiene cierta relevancia este recordatorio porque ésto significa el interés del legislador de que cualquier actuación urbanística con trascendencia "real" pueda difundirse mediante el Registro de la Propiedad. Especial relevancia tendrá esta cláusula para las modalidades nuevas que regule la normativa autonómica y que no tengan un tradicional reflejo en la regulación estatal. Siempre que se afecte al dominio, a los derechos reales, a las facultades urbanísticas tendrá interés su difusión. No será necesario esperar a ninguna reforma legislativa para justificar la publicidad registral de nuevas obligaciones reales o alteraciones de facultades urbanísticas que pueda prever alguna legislación autonómica.





2. El principio de voluntariedad.





Uno de los clásicos principios del Derecho hipotecario es el denominado principio de voluntariedad. De conformidad con el mismo, se predica que las inscripciones registrales se promoverán de manera voluntaria por sus interesados. Al amparo de la autonomía de voluntad, eje central del Ordenamiento privado, los ciudadanos pueden decidir la inscripción o no de sus derechos en el Registro. La obligatoriedad de la inscripción sólo aparece en supuestos específicos, caso, por ejemplo, de los derechos cuya inscripción es constitutiva (como la hipoteca o el derecho de superficie). Pero también con relación a la inscripción de los bienes de las Administraciones públicas. De ahí que sea preciso responder si estas actuaciones urbanísticas deben o no en todo caso inscribirse.





El interrogante surge porque este artículo 307 del Texto refundido de 1992, que enuncia las distintas actuaciones inscribibles, se inicia con la expresión "serán inscribibles". Es decir,  parece que se promueve la facultad de inscripción, no la obligación. Lo que sería coherente con el tradicional principio de voluntariedad recordado. Sin embargo, a mi juicio, la conclusión debe ser la contraria, esto es, la obligatoriedad de la inscripción.  Y es que como se advertirá al analizar los distintos supuestos, nos encontramos, por un lado, ante inscripciones de bienes de las Administraciones (como las cesiones de terrenos o los aprovechamientos urbanísticos) y, por ello, de obligatoria inscripción según el Ordenamiento jurídico (Ley del patrimonio del Estado, Texto refundido de las disposiciones locales, etc.). Pero también, por otro lado, ante situaciones donde existe un predominante interés público que proteger, que no puede quedar mermado ni verse amenazado por la falta de su protección registral. Y es que si no se difundiera la existencia de un procedimiento de disciplina urbanística o las condiciones especiales impuestas a una licencia, los futuros adquirentes del inmueble lo recibirían protegidos por la fe que otorga la inscripción registral, esto es, libre de estas cargas y condiciones y, en consecuencia, más costoso sería para la Administración que sobre el inmueble puedan hacerse efectivos los resultados del procedimiento disciplinario o las condiciones de la licencia.





El predominio del interés público es la idea que reclama la obligatoriedad de estas inscripciones urbanísticas. Para que la actividad de ordenación administrativa sea eficaz y se cumpla debe predicarse la obligatoriedad de su práctica. Así no podrá ampararse un incumplimiento de las decisiones administrativas en la fe pública registral, cuestión que, por su trascendencia, exige un momento de atención.





3. La fe pública registral y el principio de subrogación.





El Registro de la propiedad no es sólo un instrumento mediante el cual se protegen los derechos de los titulares inscritos, a través de la presunción de exactitud, sino que también desenvuelve sus efectos con relación a terceros. Esta eficacia constituye el tradicional principio de fe pública registral. Significa este principio que los derechos no inscritos no pueden perjudicar a tercero y que, sobre todo, el derecho del transferente tiene para el tercero, para el adquirente, la consistencia y extensión que proclama el Registro, como establecen los artículos 32 y 34 de la Ley  hipotecaria.





Este esencial postulado de Derecho registral, básico e indispensable para dotar de atractivo y confianza al Registro de la propiedad ha implicado, sin embargo, un cierto obstáculo a la aplicación de la actividad administrativa de ordenación del territorio y del urbanismo. Inexistente la práctica administrativa de acudir al Registro para reflejar las obligaciones de los propietarios o las condiciones de las edificaciones, los terceros que inscribían sus títulos en el Registro no podían verse en modo alguno perjudicados por las obligaciones o condiciones no inscritas e, incluso, cuando adquirían un derecho ya inscrito su posición jurídica se protegía de una manera privilegiada. De ahí la trascendencia de que todas aquellas actuaciones que puedan incidir en el contenido de los derechos inscritos tengan el conveniente reflejo en los libros registrales. 





Interesa sobremanera a la Administración urbanística dar a conocer al tráfico inmobiliario la existencia, por ejemplo, de expedientes de reparcelación que originarán una gran transformación de los derechos; la iniciación de un expediente disciplinario que pueda conducir a una orden de demolición de lo indebidamente construido o la declaración de ilegalidad de una licencia, en fin, todos aquellos actos que pueden incidir en el contenido de los derechos inscritos. La publicidad registral de las actuaciones urbanísticas persigue enervar este principio de fe pública registral, para que ningún tercer adquirente pueda si no frustar sí dificultar la ejecución de las legítimas decisiones adoptadas por la Administración urbanística.





Es cierto que la normativa urbanística ha establecido siempre el principio de que los adquirentes se subrogan en las obligaciones y cargas del transmitente. Sin embargo, ha sido muy distinto el reconocimiento y aplicación de este principio según el orden jurisdiccional que conociera del conflicto. Mientras los Tribunales contenciosos subrayaban la necesidad de mantener este principio, para no quebrar la eficacia de la actuación urbanística; los Tribunales civiles más proclives a conocer y defender el Derecho civil han preferido otorgar la protección a los terceros que adquirían conforme al Registro, con independencia de las exigencias que la ordenación urbanística supusiese. 





La vigente Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones, insiste en el principio de subrogación por los adquirentes en las obligaciones urbanísticas que incumben a los transmitentes, pero ha incorporado en su redacción una expresión que debiera evitar algunos conflictos. El apartado primero de este artículo parece reiterar que "el nuevo titular quedará subrogado en el lugar y puesto del anterior propietario en sus derechos y deberes urbanísticos, así como en los compromisos que éste hubiera acordado con la Administración urbanística competente y hayan sido objeto de inscripción registral, siempre que tales compromisos se refieran a un posible efecto de mutación jurídico-real". A mi juicio, este precepto no debería interpretarse en el sentido de que siempre y en todo caso deberán inscribirse los deberes, obligaciones y cargas para poder exigir su eficacia a futuros adquirentes. Esta idea sólo conduciría a trasladar todo el contenido de la Administración urbanística al Registro de la propiedad. Entiendo que aquellos deberes y obligaciones generales del ordenamiento urbanístico deben exigirse con independencia de su difusión registral, como obligaciones y limitaciones legales que son. Sólo debe cuidarse de la inscripción de los compromisos particulares, aquellos que surgen por ejemplo de un convenio, para poder exigir su eficacia a los terceros adquirentes. En estos casos sí interesa la difusión de estas condiciones, que han surgido de un pacto, para conseguir su cumplimiento y que no quede frustrado por la realización de sucesivas transmisiones. 





4. Actos que agotan la vía administrativa.





Con mayor propiedad el Reglamento de 1997 ha precisado que las actuaciones administrativas que deben acceder al Registro deben ser actos que hayan agotado la vía administrativa (art. 2). El Texto refundido de 1992 había utilizado en algunos apartados al adjetivo de "firme" para referirse a las resoluciones que debían difundirse, pero este calificativo tiene una clásica significación en el ámbito jurídico, en concreto en el Ordenamiento administrativo. Se predica de aquellos actos que no pueden recurrirse, bien por haber agotado todos los recursos procedentes, bien por no haberse impugnado en tiempo y forma. Cualquiera de estas dos circunstancias bautiza al acto administrativo como firme. Sin embargo, esta exigencia no es del todo adecuada para promover la inscripción registral. No parece coherente esperar a que los actos administrativos adquieran el carácter de firmes, de definitivamente irrecurribles para poder difundirse mediante el Registro de la propiedad. Máxime cuando se admite la difusión de la existencia de procesos contenciosos, mediante la correspondiente anotación preventiva. De ahí que, desde la promulgación de la reforma de 1990 se reinterpretara este adjetivo como acto que agota la vía administrativa. Interpretación ha sido corroborada por el Reglamento de 1997 que, a la hora de especificar los distintos títulos inscribibles, atiende con relación a los actos administrativos a los que agotan la vía administrativa, salvo supuestos específicos en los que se permite la constancia de otros actos de trámite, como ocurre con la iniciación de los procedimientos disciplinarios.





IV. Análisis específico de las actuaciones inscribibles.





1. Los proyectos de equidistribución.





La ejecución del planeamiento urbanístico, la específica materialización de los aprovechamientos urbanísticos implica en la mayoría de las ocasiones una gran alteración de la realidad física de las fincas para hacer efectivo el principio de equidistribución de beneficios y cargas. De esta transformación es evidente que ha de conocer el Registro de la propiedad. Los proyectos de compensación o reparcelación modifican espacios, linderos, derechos, usos y titularidades y, por ello, es de sumo interés su correspondiente acceso al Registro. A ellos alude el Reglamento de 1997 al regular la inscripción de los proyectos de equidistribución en los artículos 4 a 21.





Pero no sólo interesa difundir la nueva realidad dibujada tras un proyecto de compensación o reparcelación. Conviene desde el inicio del procedimiento dar noticia de su existencia, para que los posibles adquirentes de alguna finca incluida en la unidad de actuación no desconozcan el proceso de transformación en el que el terreno está inmerso. De ahí la constancia desde el inicio del expediente de una nota marginal que alerte sobre esta circunstancia (art. 310 del Texto refundido de 1992 y art. 5 del Reglamento de 1997).





Una vez aprobados los proyectos de compensación o de reparcelación deberá promoverse la inscripción de la nueva reorganización de las propiedades y derechos inmobiliarios. Están legitimados para solicitar la práctica de la inscripción la Junta de Compensación, la Administración actuante o cualquier interesado, titular de derechos. El título jurídico que servirá de base a la inscripción será la escritura pública otorgada por los propietarios que integran el sistema de compensación, pero también será suficiente la certificación administrativa expresiva del acuerdo que aprueba la compensación o, en su caso, la reparcelación urbanística. Este certificado es título suficiente, sin necesidad de su protocolización o elevación a escritura pública. Aunque es cierto que el artículo 308 del Texto refundido de 1992 se expresa de manera muy confusa, dando a entender que algunas certificaciones administrativas deben protocolizarse; e, incluso, el artículo 6 del Reglamento de 1997 alude a la posibilidad de protocolizar esta certificación, no se debe olvidar que la certificación administrativa da fe por si misma y que es título suficiente para promover la inscripción registral.





El contenido de la certificación administrativa o de la escritura pública se concreta con detalle en el artículo 7 del Reglamento de 1997. Referencias a la unidad de ejecución, descripciones de las fincas y aprovechamientos, cargas y derechos, relación de propietarios y cuotas de aprovechamiento, edificaciones que se mantienen y plano de conjunto son alguna de las menciones esenciales que deberán contener  estos acuerdos.





Cierto interés tiene el supuesto en que no se requiera una profunda reparcelación, sino que baste una actuación para normalizar los linderos de las fincas. Y es que, a falta de la voluntaria rectificación de los linderos por los propietarios, el propio Ayuntamiento puede promover la rectificación registral y materializar la cesión obligatoria de los terrenos que corresponda. La Dirección General de los Registros y del Notariado, en su importante Resolución de 12 de enero de 1988 (RJA 208)  ha admitido que mediante una certificación administrativa pueda promoverse la rectificación de linderos y ejecutar la cesión obligatoria. Ante el incumplimiento sostenido del propietario de la unidad de actuación, se reconoció que el Ayuntamiento podía promover la inscripción a su nombre de los terrenos de obligatoria cesión, con apoyo, en la figura de la ejecución subsidiaria y con la sola acreditación del acuerdo municipal y del incumplimiento del titular. Esta posibilidad está ahora prevista de manera expresa en el artículo 30.1 in fine del Reglamento de 1997.





Además de esta inscripción, el Registrador practicará una nota marginal en las fincas en virtud de la cual quedan afectas a los costes de urbanización. Aunque en principio la nota puede practicarse sobre todas las titularidades es posible que en el proyecto de compensación se haya singularizado en alguna parcela esta garantía





2. La inscripción de las cesiones obligatorias.





La segunda mención de actuación inscribible que contempla el artículo 307 del Texto refundido de 1992 atiende a la inscripción de todas las cesiones de propiedades, que se realicen por la actividad urbanizadora y deriven ya directamente de la Ley, ya de las transferencias de aprovechamiento urbanístico. No suscita mayores problemas la justificación del acceso al Registro de estas actuaciones que implican una verdadera transmisión de propiedad.





Con carácter general, la constancia de estas cesiones se producirá al practicar la inscripción de los proyectos de compensación o reparcelación, al estar incorporadas las más de las veces en estas actuaciones. Pero atiende también el Reglamento de 1997 a aquellos otros supuestos en que no es necesario aprobar un proyecto de equidistribución, por ser propietaria de los terrenos una persona o una comunidad hereditaria o, en fin, existir pocos titulares que pueden mantener en términos generales sus propiedades con leves modificaciones. En estos casos, es preciso el acuerdo con los titulares registrales y, si no se consigue el acuerdo podrá el mismo Ayuntamiento aprobar el correspondiente proyecto de cesión y promover la rectificación registral presentando certificación del acuerdo.





De manera singular, regula el Reglamento de 1997 la situación en que es necesario legalizar terrenos en los que la edificación está totalmente consolidada. En estos casos, si no se consigue el acuerdo con los titulares, el Ayuntamiento podrá promover la inscripción de las cesiones obligatorias pero sólo cuando se cumplan los siguiente requisitos: que se haya dado posibilidad a los titulares registrales de tramitar un proyecto de equidistribución durante un plazo de treinta días y que la resolución en la que se aprueba la ocupación unilateral no sea susceptible de recurso alguno, administrativo o jurisdiccional, salvo el posible recurso de revisión (art. 31).














3. La disciplina urbanística.





Una clara finalidad cautelar persigue la constancia registral de la existencia de procedimientos de disciplina urbanística. Las potestades administrativas de intervención y sanción exigen la cooperación de todos los instrumentos posibles para que las medidas sancionadoras que se adopten, así como de restablecimiento de la legalidad, no queden frustradas por transmisiones de titularidades, que pueden adquirir de buena fe y al amparo de las inscripciones registrales. De ahí que se establezca la anotación en el Registro de la propiedad del acuerdo de inicio del procedimiento de disciplina urbanística, así como de aquél que se dirija a garantizar el cumplimiento de una sanción mediante la vía de apremio administrativa. La práctica de estos asientos debe promoverse por la Administración de manera obligatoria. Se percibe en estos supuestos de forma diáfana la necesidad de proteger y garantizar el interés público, para que no queden frustradas las medidas de reacción del Ordenamiento. De ahí la obligatoriedad de la práctica registral, como ha reconocido la Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de febrero de 1992 (RJA  1524). 





Al amparo de los términos "disciplina urbanística" deben considerarse no sólo los procedimientos estrictamente sancionadores, sino también todos aquellos que pretenden medidas de restablecimiento del orden urbanístico (las órdenes de paralización de obras, el inicio del procedimiento de revisión de una licencia que se considera ilegal, etc). Esta interpretación queda corroborada por la mención en el Reglamento de 1997, en el mismo apartado en el que se enuncia la constancia de los expedientes disciplinarios de aquellos otros que tienen por objeto las declaraciones de incumplimientos de deberes urbanísticos. Sin embargo, no hay que olvidar en ningún momento que sólo deben acceder al Registro aquellos acuerdos que puedan tener una incidencia "real", propter rem, que afecten de algún modo a la propiedad o a los derechos y facultades reales inscritos.





Con detalle regula el Reglamento de 1997 la anotación preventiva de la incoación de procedimientos de disciplina urbanística en los artículos 56 y ss, que recuerda "el fin de asegurar el resultado de los expedientes de disciplina urbanística y la reposición de los bienes afectados al estado que tuvieren con anterioridad a la infracción". La práctica de la anotación preventiva se realizará mediante la certificación expedida por el Secretario del Ayuntamiento en la que conste: la fecha del acuerdo, con especificación del órgano administrativo, su debida notificación al titular registral, así como el objeto del expediente. La anotación podrá mantener su vigencia durante cuatro años, con posible solicitud de prórroga durante otro año más. Se cancelará por producirse el acuerdo resolutorio del procedimiento, así como en caso de caducidad del expediente disciplinario, incluso advertida por el titular registral, además de la posible sentencia judicial que anule la actuación administrativa.





El diferente contenido de la resolución de un procedimiento de disciplina urbanística implica que sean diversas las posibilidades de hacer constar en el Registro de la propiedad su resultado. Algunas situaciones se mencionan en el artículo 63 del Reglamento de 1997. Interesa, no obstante, recordar que si la resolución administrativa contiene entre otras medidas la imposición de una multa deberá practicarse anotación preventiva de embargo sobre la finca. Su constancia permitirá sujetar el bien inscrito al pago de la multa, con independencia de las transmisiones futuras que puedan realizarse.





4. Las condiciones especiales de las licencias. 





No existe ninguna previsión específica relativa a la inscripción de las licencias urbanísticas. La tradición en el Ordenamiento español se ha concretado en que la publicidad de las edificaciones se realice a través de la inscripción de la declaración de obra nueva promovida por el titular. Sin embargo, desde las primeras leyes del suelo se mencionaron algunos supuestos en que debía promoverse la publicidad de determinadas licencias, en concreto, cuando contuvieran condiciones especiales de notable interés. El Texto refundido de 1992 recuerda la publicidad de las condiciones especiales de las licencias, "en los términos previstos por las leyes". Serán, por tanto, las leyes, las que singularicen los casos concretos en que tiene interés dotar de publicidad registral una licencia condicionada. Quedan fuera de este marco, como es lógico, las limitaciones y prohibiciones derivadas del planeamiento que, como prohibiciones legales, no acceden al Registro de la propiedad y, en consecuencia, prevalecen ante cualquier derecho inscrito.





Entre las licencias condicionadas que pueden inscribirse destaca la que se otorga ante obras provisionales (art. 17 de la Ley del suelo de 1998). Esta singular licencia es clara expresión de la armonización que se puede conseguir entre el interés público y el privado, en virtud del principio de proporcionalidad de la actuación administrativa. La Administración puede permitir obras o edificaciones provisionales, admitiendo una situación en precario, que impide que la futura orden de demolición justifique una indemnización económica a favor de su titular. La noticia a través del Registro de la propiedad mantiene el carácter de precario de tal modo que los futuros adquirentes de la finca no pueden entender que se incorpora a su patrimonio la edificación provisional.





El Reglamento de 1997 ha resuelto un importante problema que se discutía con anterioridad. A saber, la legitimación del propio Ayuntamiento para promover la constancia registral (art. 76). Y es que es necesario prever la posibilidad de que el propietario, titular de la licencia provisional, no tenga ningún interés en difundir la precariedad de su obra o edificación. De ahí que el Ayuntamiento promueva esta noticia para no frustrar futuras expectativas.





Otro supuesto importante de licencia con condiciones especiales, cuya publicidad registral tiene notable interés, es el que se produce cuando la licencia de edificación autoriza levantar una obra en sólo una parte del terreno agotando todo el aprovechamiento urbanístico de la finca (art. 258.3 del Texto refundido de 1992). Su finalidad resulta palmaria. Tiende a evitar una fraudulenta división de la parcela, ante la expectativa de obtener sobre la zona no edificada otra licencia. También en este caso debe el Ayuntamiento comunicar al Registro la autorización de esta licencia (art. 81.3 del Reglamento de 1997), actuación que también tiene el carácter de obligatoria, como con facilidad se deduce de los términos utilizados en los citados preceptos ("se comunicará" y "lo comunicará") y del relevante interés que se proteger con su práctica, al evitar transmisiones fraudulentas de porciones no edificadas.





5. Los actos de transferencia o gravamen del aprovechamiento urbanístico.





Parece ocioso recordar que el reconocimiento del aprovechamiento urbanístico sobre una finca supone un auténtico incremento del valor de la misma. De ahí el posible interés de su constancia en los libros registrales, como en la actualidad advierte el Reglamento del 97, que  establece la constancia de la adquisición del aprovechamiento urbanístico mediante una nota marginal (art. 77). Aunque el Reglamento faculta al Ayuntamiento para dar noticia del aprovechamiento, lo lógico será que sea el propietario beneficiario quien se dirija al Registro para dar la oportuna noticia, pues es él el realmente interesado, más que la Administración.





Quizá más trascendencia tenga la posibilidad de negociar con el aprovechamiento. Como facultad con importante contenido económico puede ser objeto del tráfico inmobiliario (venta o hipoteca, por ejemplo). Incluso antes de la reforma urbanística de los años 90, algunos Ayuntamientos habían incorporado como técnica de equidistribución de los beneficios y cargas el sistema de transferencias urbanísticas, técnica que, después de cierto debate admitieron también los Tribunales. 





Como instrumento esencial para controlar estos negocios sobre aprovechamientos, la normativa urbanística ha configurado la existencia de un Registro de aprovechamientos, en aquellos Ayuntamientos donde estén admitidas las transferencias. La constancia en este Registro administrativo de los negocios sobre aprovechamiento será un requisito previo para su posterior inscripción en el Registro de la propiedad, como en la actualidad con toda claridad establece el artículo 37 del Reglamento de 1997.





En fin, regula con minuciosidad este Reglamento, en los artículos 33 a 44, la publicidad de los distintos supuestos que pueden manifestarse a través de este complejo sistema de las transferencias de aprovechamiento. Incluso cuando la transmisión se realiza entre fincas que están inscritas en distintos Registros de la propiedad. Pero no parece conveniente en este momento detenerse en los mismos, al afectar de manera preferente a las obligaciones de los registradores, para avanzar con otras cuestiones de más interés para la Administración urbanística.





6. La anotación preventiva de la interposición de un recurso y la inscripción de las sentencias firmes anulatorias.





De manera tradicional, el Registro de la propiedad ha facilitado el conocimiento de la existencia de conflictos sobre los derechos registrados a través de la anotación preventiva de demanda (art. 42.1 de la Ley Hipotecaria). La interpretación restrictiva del precepto legal condujo a reconocer únicamente el acceso de aquellos procesos que se sustanciaban en el orden jurisdiccional civil, en el que residen de modo general las causas relativas a la propiedad y los derechos reales. Esta limitada interpretación, que negaba la anotación de los procesos contenciosos, cuyo contenido también puede afectar al contenido de los derechos de los particulares, se salva con la reforma de 1990 que establece la constancia de la interposición de los recursos contencioso-administrativos cuando se pretenda la anulación de planes, actos de ejecución o licencias.





La finalidad de esta anotación preventiva es claramente cautelar: anunciar la posible modificación de la titularidad o derecho inscrito por existir un conflicto judicial. Esta publicidad es la que permite a la sentencia que resuelve el recurso retrotraer sus efectos al momento en que se realizó la anotación preventiva. Debe subrayarse la circunstancia de que sólo podrá darse cuenta mediante el Registro de estos conflictos cuando, por un lado, la pretensión sea realmente de anulación y, por otro, cuando la anulación del plan, el proyecto de ejecución o la licencia tenga una eficacia "real", afecte a los derechos inscritos. 





El Reglamento de 1997 atiende a esta anotación en sus artículos 67 y ss. Quizá la cuestión más sobresaliente de esta regulación sea la lógica previsión de que el recurrente, que solicita la anulación del plan, proyecto o licencia, deba prestar una previa caución en la cuantía que fije el Tribunal. Esta garantía se dirige de manera primordial a indemnizar los perjuicios que se puedan causar, otorgando al mismo tiempo cierta seriedad a la anotación. Piénsese en los graves riesgos que origina en una promoción inmobiliaria la noticia de que se ha impugnado el correspondiente plan parcial o el proyecto de compensación o la licencia de edificación.





Puede inscribirse en el Registro la sentencia firme que concluya un conflicto judicial derivado de la impugnación de planes, actos de ejecución o licencias. Haya o no tenido acceso al Registro de la propiedad la interposición del recurso. Requisito indispensable para la inscripción de la sentencia es que el titular de las fincas afectadas haya participado en el proceso judicial. Esta exigencia, derivada de evidentes postulados constitucionales, debe, sin embargo, ser objeto de una ponderada reinterpretación. No puede obligarse a que, en todo caso, los titulares registrales intervengan de modo activo como codemandantes de la Administración en el proceso contencioso. La satisfacción del derecho a la tutela judicial exige, entre otros requisitos, que se dé la posibilidad de intervenir y defenderse judicialmente. De ahí que deba entenderse satisfecha esta exigencia con la simple acreditación de que los titulares registrales fueron emplazados en el proceso contencioso en tiempo y forma. Su participación o no en dicho proceso no puede servir de excusa, cuando no de fraude, para la adecuada ejecución de la decisión judicial.





Exige también el Texto refundido de 1992 que la sentencia sea "firme", es decir, que no admita ya recurso alguno por ser irrecurrible o por haber transcurrido el plazo para su interposición. Sin embargo, no parece en absoluto procedente exigir el requisito de firmeza cuando la sentencia recurrida puede ejecutarse de manera provisional, lo que afecta a la realidad inscrita. A mi juicio, no debería impedirse el acceso de esta sentencia al Registro, a pesar de no poseer el calificativo de firme, pues si se permite la constancia y noticia de la mera interposición de un recurso, sin fuerza ejecutiva directa alguna ¿qué obstáculo puede impedir difundir la noticia de una sentencia judicial, que modifica la titularidad de una propiedad o de un derecho real?. Debería, en consecuencia, permitirse el acceso de estas sentencias al Registro, sin perjuicio de hacer constar también, mediante una anotación preventiva la existencia de un recurso contra la misma.





V. Otras actuaciones urbanísticas con reflejo en el Registro de la Propiedad.





Además de las situaciones mencionadas, que se recogen de manera separada en la enumeración que realizan los artículos 307 del Texto refundido de 1992 y 1º del Reglamento de 1997, existen otras actuaciones urbanísticas, cuya difusión mediante el Registro de la propiedad tiene también notable interés. Su regulación se contiene ya de manera separada, dentro de la concreta sistemática de la ordenación urbanística, aunque pueden todas ellas encontrar el amparo de su constancia registral en la genérica previsión contenida en el último apartado de los artículos citados. No son pocos los ejemplos de estas actuaciones que deben también ser objeto de publicidad registral. Sin embargo, me detendré en este momento sólo en las tres situaciones a mi juicio más trascendentes y problemáticas.





1.  Las expropiaciones urbanísticas.





Uno de los pilares en los que se asienta la ordenación urbanística es la potestad expropiatoria. El Ordenamiento ha permitido el ejercicio de esta contundente potestad para la consecución de los fines urbanísticos: desde su utilización para facilitar una concreta actuación urbanística, hasta su ejercicio como reacción ante los incumplimientos de los propietarios o para conseguir terrenos dotacionales, incrementar el patrimonio municipal del suelo, etc. La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, insistió en que corresponde a la legislación autonómica especificar las posibles causas que pueden legitimar una expropiación urbanística. Al legislador estatal sólo se le reconoce competencia para establecer las garantías que en todo caso deben respetarse a favor de los ciudadanos.





Desde la perspectiva de la publicidad registral, la expropiación, como institución que supone la extinción del dominio y las cargas que pesan sobre los inmuebles, debe tener su correspondiente reflejo en el Registro. Regulación que cuenta con cierta tradición registral por las especiales reglas contenidas en el Reglamento hipotecario introducidas por la reforma que se efectuó en el año 1959, ahora completadas por los artículos 22 y ss. del Reglamento de 1997.





El inicio del expediente de expropiación debe difundirse a través del Registro, al implicar una cierta amenaza de extinción de los derechos inscritos. Quizá sea la propia Administración expropiante la que promueva la práctica de la correspondiente nota marginal al solicitar del registrador la relación de titularidades. Porque, como establece la Ley de expropiación forzosa, la Administración para identificar a los propietarios ha de acudir a los registros públicos, teniendo preferencia el Registro de la propiedad frente a otros, como puede ser, por ejemplo, el Catastro (en este sentido puede leerse la sentencia del Tribunal Supremo de 13 de octubre de 1993, RJA 7495).





Pero también podrá practicarse esta nota marginal a solicitud del propietario al que para incorporarse a un expediente expropiatorio se le exige presentar la correspondiente certificación registral, como establece de manera explícita el artículo 22 del Reglamento de 1997. Este precepto establece que este titular expropiado debe justificar que está afectado por un expediente expropiatorio "bien por referencia a su publicidad en periódicos oficiales, bien acompañando los documentos administrativos necesarios". ¡Sorprende que sean los ciudadanos los que deban acreditar estos extremos! Cuando lo lógico sería que fuera la Administración expropiante la que se preocupara de difundir el procedimiento expropiatorio para proteger sus derechos frente a futuros adquirentes.





La práctica de esta nota marginal tiene trascendental importancia porque, por un lado,  enerva la fe pública registral, permitiendo la cancelación de todos los derechos que se hayan inscrito con posterioridad a su práctica. Por otro lado, esta nota marginal se ha configurado como el presupuesto básico para practicar la inscripción de la expropiación, de tal modo que el registrador puede denegar la inscripción de la expropiación en el caso de que no se hubiera comunicado al titular inscrito,  facilitándole la posibilidad de intervenir en el procedimiento administrativo.





Cuando la expropiación ha sido calificada como urgente, la Administración o el beneficiario de la misma puede solicitar la práctica de una anotación preventiva (como admite el artículo 60 del Reglamento de expropiación forzosa). Este es un asiento de "suspensión" que tiene una eficacia cautelar, protegiendo la ocupación de los bienes expropiados, de tal modo que no podrá interponerse frente a la Administración o el beneficiario ninguna acción posesoria. 





Una vez pagado el justiprecio expropiatorio procede ya la inscripción de la expropiación (art. 60 del Reglamento de expropiación forzosa). Los títulos que deben presentarse en el Registro serán, normalmente el acta de ocupación y pago o, en su defecto, la certificación que acredite el correspondiente depósito del justiprecio. En todo caso, de manera detenida contempla el Reglamento de 1997 las distintas situaciones que se han podido producir en una expropiación: la participación del Ministerio Fiscal, cuando los titulares son menores o incapacitados; la falta de  comparecencia en el procedimiento de los titulares inscritos; la inexistencia de la previa nota marginal anunciadora de la expropiación; etc, a las que deberá atender de manera preferente el registrador al calificar la solicitud de inscripción (art. 25 del Reglamento de 1997).





En fin, puede interesar recordar que el título de inscripción de una expropiación tiene eficacia inmatriculadora, con relación a las fincas que no constaban en el Registro. Esta inmatriculación se ve beneficiada porque no sufre la limitación del privilegio de fe pública registral, como establece el artículo 207 del Reglamento hipotecario para los supuestos de inmatriculación. En consecuencia, la Administración o el beneficiario de la expropiación gozan tras la inscripción registral de una auténtica posición inatacable con relación a los bienes expropiados.





2. La inscripción de nuevas edificaciones.





De manera tradicional el Registro de la propiedad ha difundido la existencia de una edificación realizada sobre las fincas, a través de la inscripción de la declaración de obra nueva que solicita el mismo propietario (art. 208 de la Ley hipotecaria). Esta actuación ha sido utilizada para controlar la legalidad de las construcciones y edificios. Desde la reforma de 1990 la legislación urbanística ha exigido a notarios y registradores que verifiquen la existencia de la correspondiente licencia de manera previa al otorgamiento de la escritura pública y la practica de la oportuna inscripción, así como que el proyecto de edificación se adecue a los términos de la licencia. Hoy en día es el artículo 22 de la Ley 6/1998, del régimen del suelo y valoraciones, el que atiende al control de las nuevas construcciones, y los artículos 45 a 55 del Reglamento de 1997, los que precisan el régimen de la inscripción registral.





En principio, el notario debe incorporar la licencia administrativa a la escritura de obra nueva. Ahora bien, en caso de que la licencia se hubiera estimado en virtud de la técnica del silencio positivo, el Reglamento de 1997 faculta al particular para que aporte la certificación administrativa del silencio y, si no existe, el escrito de solicitud de licencia, "la denuncia de mora" (sic), la solicitud de la certificación del silencio y la manifestación de que no se le ha comunicado la denegación de la licencia o de la certificación (art. 48.2).





Precisa también el Reglamento quién tiene la condición de técnico competente para certificar la adecuación de la edificación a la licencia. En concreto, no sólo pueden certificar este hecho los técnicos que hubieren firmado el proyecto o los que dirigen la obra, sino también otros con facultades suficientes según el colegio profesional y, también, los técnicos municipales, aspecto que había sido ya reconocido en una importante Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado (de 26 de febrero de 1996, RJA 1033).





El mayor problema que ha surgido con la introducción de este nuevo mecanismo de control de las construcciones es su aplicación a las construcciones levantadas con anterioridad a la reforma. Hubo quien defendió que su aplicación supondría una eficacia retroactiva de la legislación, aspecto que no debía admitirse al implicar ciertas restricciones y limitaciones al derecho de propiedad. Sin embargo, no puede en rigor mantenerse esta tesis. No existe ninguna eficacia retroactiva, porque los notarios y registradores supervisan esas edificaciones con posterioridad a la reforma, en aplicación de la legislación vigente. 





Ahora bien, dicho esto, debe recordarse que la Administración urbanística no puede reaccionar siempre contra las construcciones ilegales. En concreto, en aquellos casos en que haya transcurrido el plazo previsto (generalmente de cuatro años, aunque algunas leyes autonómicas establecen otros distintos) para ordenar las medidas de intervención sobre la edificación. En este sentido se pronunció la Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 3 de noviembre de 1995 (RJA 8083), al admitir la inscripción de una obra nueva realizada en una finca rústica, una vez que se acreditó que se había concluido en 1985 y que no constaba anuncio alguno de incoacción de expediente de disciplina urbanística. Esta doctrina se ha incorporado al Reglamento de 1997, que regula la inscripciones de otras construcciones terminadas en el artículo 52. Permite este precepto la inscripción de los edificios terminados cuando conste mediante una certificación que la obra tenga una antigüedad que suponga la prescripción de las infracciones urbanísticas, además de no constar en el Registro noticia de la existencia de expediente disciplinario sobre la misma. 





Ante la generalizada tendencia de inscribir edificaciones terminadas, en algunas localidades se está requiriendo a los Ayuntamientos para que informen sobre la fecha de conclusión de las obras. A mi juicio, el Ayuntamiento sólo puede y debe certificar sobre los datos jurídicos que conozca: si existió licencia en su momento, si se solicitó acta de ocupación o cédula de habitabilidad, si existe o no procedimiento disciplinario, etc. Pero en modo alguno puede certificar la fecha de conclusión de la edificación.





3. El control sobre las parcelaciones urbanísticas. 





Especial atención requieren las actuaciones de división y segregación de terrenos. Para evitar la formación de urbanizaciones defectuosas, sin los mínimos servicios públicos, se ha exigido siempre el previo otorgamiento de una licencia administrativa y ahora, además, los notarios y registradores han de exigir la acreditación de la correspondiente licencia o la declaración administrativa de su innecesariedad en el momento de elevar a escritura pública el negocio jurídico o para su inscripción en el  Registro (art. 259.3 del Texto refundido de 1992).





El Reglamento de 1997 ha precisado un nuevo procedimiento para controlar de manera especial las parcelaciones en los suelos no urbanizables, donde, como es sabido,  están prohibidas, así como las divisiones de fincas con resultado inferior a la unidad mínima de cultivo. En estos casos, se dispone que el registrador debe remitir copia de los documentos que se le han presentado a la Administración agraria, para que aprecie si el resultado de las fincas es inferior a la unidad mínima de cultivo o si existe alguna excepción que permita dichas divisiones o segregaciones según la normativa agraria. En el plazo de cuatro meses debe la Administración contestar el requerimiento para admitir la inscripción o denegarla (art. 80).





Si el registrador tuviera una "duda fundada sobre el peligro de creación de un núcleo de población" deberá remitir los títulos al Ayuntamiento para que se pronuncie sobre esta situación también en el plazo improrrogable de cuatro meses. Corresponde a la Administración municipal, en consecuencia, tramitar con cierta urgencia la posible contestación al registrador en alguno de los dos sentidos siguientes: bien advertir la innecesariedad de la licencia por no considerarse que se produzca una parcelación ilegal; o bien iniciar un procedimiento disciplinario, con previa notificación a los interesados de la posible existencia de una parcelación ilegal. Esta comunicación municipal al Registro debe realizarse antes del plazo de cuatro meses, pues una vez transcurrido este plazo, los interesados podrán insistir en la inscripción de sus derechos (art. 79 del Reglamento de 1997).





Sorprende, en principio, esta decisión de inscribir estas divisiones o segregaciones sin licencia, porque parece que se ha optado por entender la inactividad del Ayuntamiento como una situación similar al silencio administrativo, en el sentido de considerar que transcurrido el plazo de cuatro meses debe entenderse innecesaria la licencia, idea criticable. Pero, es más, a mi juicio, esta regulación es ilegal al contradecir de manera directa las leyes que impiden el otorgamiento de escrituras públicas y la práctica de la inscripción sin acreditar la licencia urbanística, su declaración de innecesariedad o, en el caso de terrenos agrícolas, sin respetar la unidad mínima de cultivo. En todo caso, no debe olvidarse que la inscripción en el Registro de la propiedad de las divisiones o segregaciones, al no convalidar en modo alguno los actos ilegales (art. 33 de la Ley hipotecaria) no impedirá que, con posterioridad, se inicie el correspondiente expediente disciplinario. Los efectos de la declaración de ilegalidad serán distintos dependiendo de la normativa urbanística de la Comunidad autónoma.





El control de otras divisiones inmobiliarias, como es el caso de las fincas indivisibles, queda en manos de la diligente actitud del Ayuntamiento, que debe comunicar al Registro las dimensiones de las parcelas mínimas y las fincas afectadas. Y lo mismo debe ocurrir cuando una licencia de construcción agota en todo o en parte la edificabilidad de la finca, para impedir que se produzca una segregación y que los nuevos titulares confíen en obtener una licencia de edificación (art. 81).


 


VI. La certificación administrativa como título de acceso al Registro.





1. La fe pública administrativa.





La normativa urbanística no ha perdido la oportunidad de recordar, al atender a la publicidad registral, que las certificaciones administrativas son título suficiente para acceder al Registro (art. 308 del Texto refundido de 1992 y art. 2.2 del Reglamento de 1997). Es cierto que desde siempre la legislación hipotecaría admitía la inscripción mediante la presentación de documentos administrativos (arts. 3 de la Ley y 34 del Reglamento hipotecario), pero no está de más el recordatorio ante la continua omisión, cuando no indiferencia, de la fuerza de estos documentos. Algunos ejemplos podrían ofrecerse en que se ha establecido de modo incomprensible e injustificado la obligación de la Administración pública de acudir a la formalización de una escritura notarial o la necesidad de protocolizar sus decisiones y resoluciones. Y no debe ignorarse que la misma fe pública otorga una escritura notarial que una certificación administrativa, según establece, entre otros preceptos, el artículo 1216 del Código civil. Resulta un poco absurdo tener que recordar a estas alturas que los actos de una Administración pública gozan de gran rigor al dirigirse en todo caso a unos objetivos de interés público y haberse encauzado a través de los correspondientes trámites procedimentales. Los actos administrativos (¿habrá que recordarlo?) poseen una eficacia superior derivada del imperium del que proceden, así como una presunción de validez y ejecución inmediata. La función certificante es una de las clásicas funciones administrativas que no se encomienda de manera exclusiva a notarios.





Por todo ello, no parece innecesario el recordatorio del artículo 308 del Texto refundido de 1992. Su redacción, sin embargo, es desafortunada. No regula con suficiente contundencia la validez de las certificaciones administrativas. Comienza el precepto salvando las excepciones que se establezcan. Algunas serán obvias, como los supuestos de inscripción de la anulación de los actos administrativos por sentencias judiciales o las anotaciones preventivas sobre los derechos inscritos que puedan verse afectados por la interposición de un recurso contencioso, en cuyo caso el título de acceso será una providencia judicial. Estas excepciones son evidentes. De las cuestiones judiciales sólo pueden dar fe pública los jueces y tribunales. Pero la redacción  de este artículo 308 puede ser utilizada para mantener disposiciones que reiteran de modo incomprensible la necesaria participación de un notario en funciones administrativas, lo que, a mi juicio, en modo alguno debe sostenerse. No debe admitirse que las resoluciones administrativas deban elevarse a escrituras públicas. Las certificaciones administrativas otorgan toda la fe pública sin necesidad de cumplir ningún otro requisito formal. No requieren la autentificación, protocolización ni elevación a escritura pública alguna. La voluntad de la Administración, formada a través del procedimiento administrativo, garantía pública destacable, es ya eficaz. En el ámbito de sus competencias la Administración no necesita la bendición de ningún notario.





Ahora bien ¿significa ésto la exclusión de la participación notarial en las actuaciones en que intervenga la Administración? O, por el contrario, ¿es preciso buscar unos límites a partir de los cuales pueda exigirse la constancia notarial? En principio, la calificación pública o privada de las actuaciones y negocios, que accedan al Registro de la propiedad, puede ser un parámetro importante para responder a este interrogante. Siempre que la actuación objeto de inscripción registral derive de la Administración en el ámbito de sus competencias será suficiente la certificación del órgano competente. En la mayoría de las ocasiones, del Secretario del Ayuntamiento.





A mi juicio, es posible avanzar más y afirmar que la participación de una Administración pública en cualquier ámbito contiene esa notable eficacia  y fe pública. El carácter de potentior persona, con todos los atributos que del mismo derivan, exime de establecer cualquier otra garantía (en este caso la participación de un notario) más propia de la actuación de las personas privadas. Así, por ejemplo, con relación a las distintas actuaciones urbanísticas no debe ponerse en duda que será suficiente la certificación del Secretario del Ayuntamiento, sin ninguna colaboración del notario, con relación a la concesión de una licencia urbanística condicionada; la resolución que impone una multa por causa de una infracción urbanística; la aprobación de un proyecto de compensación o reparcelación; el reconocimiento del aprovechamiento urbanístico, etc...





Más sorprenderá, pero también considero que existen argumentos para defender esta opinión, la suficiencia de la certificación administrativa para inscribir actos que perfeccionan negocios bilaterales. Me refiero a los que suponen el ejercicio de los derechos de tanteo o retracto o la constitución del derecho de superficie. Tanto la aceptación de las condiciones de la transmisión en el primer caso, como la adjudicación mediante el concurso, en el segundo, no implica sino la aceptación que, según las reglas generales, perfecciona el contrato. Por tanto, tampoco necesitan estas resoluciones administrativas ser elevadas a escritura pública. No parece imprescindible reiterar ante un notario la voluntad y condiciones del contrato. Ya están determinadas en las cláusulas administrativas y la declaración de la Administración es válida y eficaz desde su formulación. Ninguna garantía añade la elevación a escritura pública de estas cláusulas. La escritura no puede modificar ni mejorar el documento administrativo, no puede variar las condiciones establecidas. Este criterio lo sigue el propio legislador con relación a la inscripción de la adjudicación de inmuebles tras la aplicación del régimen de venta forzosa, por lo que su defensa puede extenderse a situaciones "sustancialmente iguales": ubi eadem ratio, ibi eadem iuris dispositio. En fin, puede tambien recordarse la previsión establecida en la Ley de contratos de las Administraciones públicas que recuerda la eficacia de los documentos administrativos para acceder a los registros públicos (art. 54 del Texto refundido de 16 de junio de 2000).





Incluso, como en su día admitió la propia Dirección General de los Registros y del Notariado y hoy regula el legislador será título válido para acceder al Registro la certificación administrativa cuando ejecuta de modo subsidiario la entrega de bienes de obligada cesión. Si los propietarios no cumplen sus deberes y no otorgan escritura pública de adjudicación de terrenos, la propia Administración está legitimada para inscribir estos bienes con el título que supone la certificación administrativa.





Por último, también debe recordarse la suficiencia de la certificación del Secretario para modificar la situación registral cuando ésta se ha producido en virtud de un título administrativo declarado nulo. Incluso sin el consentimiento de los titulares registrales, como ha recordado la Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 22 de junio de 1989 (RJA 4908).





2. La calificación registral.





Los registradores deben calificar los títulos presentados de modo previo a la práctica del correspondiente asiento. Esta facultad de calificación está dirigida a comprobar la legalidad de la constancia registral, así como su conformidad con el Registro y los otros asientos existentes. El registrador puede, por ello, calificar las certificaciones administrativas, calificación que se extiende, de conformidad con el artículo 99 del Reglamento hipotecario a verificar la competencia del órgano que dicta el acto, el procedimiento seguido, tanto comprobando la realización de sus trámites esenciales como la congruencia de la resolución, la participación y audiencia del titular registral, así como las formalidades extrínsecas del documento.





Multitud de problemas ha suscitado esta facultad de los Registradores, que puede implicar la suspensión de la inscripción para subsanar defectos e, incluso, la denegación de la práctica del asiento solicitado. De ahí el gran interés en conocer los criterios y doctrina que ha ido adoptando la Dirección General de los Registros y del Notariado, al resolver los recursos planteados en estas conflictivas situaciones.





Así, por ejemplo, se ha afirmado que los registradores pueden y deben comprobar la legalidad del acto administrativo. De ahí que se confirmara la decisión de los registradores que denegaron la inscripción de una escritura de compraventa relativa a bienes de propios de un  Ayuntamiento, al no haberse observado el procedimiento legalmente establecido (resolución de 21 de diciembre de 1990, RJA 10494); o faltar una preceptiva autorización administrativa (resolución de 19 de enero de 1989, RJA 188); o al no realizar la venta de bienes de propios mediante una subasta pública (resolución de 26 de abril de 1988, RJA 3365). El análisis del registrador ha de dirigirse de modo exclusivo al cumplimiento de la legalidad. Y no puede entrar a valorar los aspectos y elementos discrecionales, que ha intervenido en su adopción (resolución de 16 de octubre de 1992, RJA 8567).





Quizá uno de los problemas más singulares en este ámbito sea la apreciación de la nulidad o anulabilidad del acto administrativo cuya inscripción se pretende. En principio, no parece que pueda negarse la capacidad del registrado para apreciar ese vicio irregular. Sin embargo, deberá advertirse la causa de invalidez de modo diáfano, para que no padezca el principio de validez de los actos administrativos. En este sentido, la resolución de 18 de noviembre de 1986 (RJA 6878) revocó la inicial denegación acordada por el registrador, que había considerado el acto administrativo viciado de nulidad, porque dicha denegación implicaba una valoración sobre el fondo, que no podría realizar el registrado.





VII. Consideración final.





No debe ponerse en duda el importante avance dado por las últimas reformas urbanísticas para implicar al Registro de la propiedad en el sistema de protección de la legalidad urbanística. Aunque será necesario continuar en profundizar los convenientes lazos de relación entre el Registro, el Catastro y la Administración urbanística. Estas oficinas públicas no deben ejercer sus funciones de manera independiente o, sobre todo, disociada. Sólo con una correcta coordinación de las actuaciones públicas y su difusión por los instrumentos de que goza el tráfico inmobiliario podrá garantizarse la legítima ordenación urbana e, igualmente, impedir que los derechos y expectativas de los ciudadanos se frustren y quiebren con estafas inmobiliarias. La confianza en las instituciones públicas y la protección eficaz de los intereses de los ciudadanos así lo exige.


